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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 
 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 
 

Medellín, veinticinco de abril de dos mil veintidós  

 

Procedencia:   Juzgado Primero Civil del Circuito de Bello. 
Demandante:  Aviles Optical S.A.S. 
Demandado: Nueva EPS S.A. 

Radicado:             05088 31 03 001 2021 00142 01 
Asunto:             Medidas cautelares. 

 

ANTECEDENTES 

 

La sociedad Aviles Optical S.A.S presentó demanda de indemnización de 

perjuicios derivada, según el demandante, del incumplimiento del contrato de 

prestación de servicios asistenciales del plan obligatorio de salud No. 

811013039-5, en el que se presenta con la calidad de contratista, dirigiendo lo 

pretendido en contra de la contratante, la sociedad Nueva EPS S.A [e.d 11]. 

Posteriormente, la parte actora solicitó la medida cautelar de embargo sobre 

las siguientes cuentas bancarias, depósitos y bienes de la demandada: [e.d 57] 

 

- Cuenta de ahorros No. 3182120773, en Bancolombia S.A. 

 

- Cuenta corriente No. 059-00760-9 y cuenta de ahorros 059-00761-7, 

en Banco AV Villas. 

 

- Cuenta No. 200124964, en Banco de Occidente. 

 

- Las demás cuentas que estén en las antedichas entidades bancarias y 

que sean de titularidad de la demandada. 
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- Cinco Certificados de Depósito a Término (CDT) en el Banco de 

Bogotá y en Deceval. 

 

- Los inmuebles identificados con las matrículas No. 50N20267991, 

50N20418517 y 50N20418116, en la ciudad de Bogotá y propiedad de 

la demandada. 

 

El juez admitió la demanda [e.d 12], y, además, en auto del 10 de noviembre 

de 2021 decretó las medidas cautelares de “embargo y retención de cuentas 

bancarias”, según lo solicitado por la sociedad demandante. Asimismo, 

ordenó la inscripción de la demanda sobre los inmuebles de la pasiva 

señalados en la demanda [e.d 61]. 

 

De acuerdo con lo anterior, la parte demandada presentó recurso de 

reposición y en subsidio apelación frente al auto del 10 de noviembre de 2021, 

que decretó las medidas cautelares [e.d 78]. Para tal efecto, alegó lo siguiente: 

 

- La solicitud de las medidas cautelares y lo decretado por el juez no 

resulta congruente, esto por considerar la recurrente que la solicitud 

no incluyó medida previa de embargo sobre bienes inmuebles.  

 

- La medida previa de embargo sobre cuentas bancarias de la pasiva, 

debe ser el resultado de un análisis en el que se comprenda la norma 

general de cautelas, las medidas innominadas y la circunstancia de la 

sociedad demandada como parte del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud (SGSSS). No tener en cuenta esto conllevaría a 

inobservar las finalidades de los recursos y a comprometer la 

prestación del servicio de salud.  

 

- Las medidas cautelares deben imponerse cuando se advierta riesgo de 

incumplimiento de la decisión por parte de Nueva EPS S.A, 

conclusión a la que se llegaría por el juez valorando aspectos de la 
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demandada como: situación financiera y patrimonial, relevancia como 

EPS dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud, la 

cuantía de las pretensiones y la calidad de EPS. Dichas características 

conllevan a la recurrente a no compartir el decreto de las cautelas. 

Además, imponerlas supondría una afectación a la sociedad y sus 

compromisos con la Nación Colombiana. 

 

Al resolver la reposición, el a quo consideró que no le asiste razón a la parte 

demandada y decidió no reponer el auto en cuestión, bajo los siguientes 

argumentos: [e.d 79 - Auto del 11 de enero de 2022]  

 

- El literal “c” del artículo 590 del C.G.P que regula el ámbito de las 

medidas cautelares en procesos declarativos, concibe otras medidas 

para asegurar la efectividad de la pretensión por parte de la sociedad 

demandada, facultando al juez para decretarlas en el evento de 

encontrarlas razonables y ajustadas a derecho. 

 

Así pues, el a quo resalta que las cautelas objeto de reproche cumplen 

con todos los presupuestos necesarios, estos son: legitimación de las 

partes, interés para actuar, la necesidad de adoptar la medida y la 

proporcionalidad de la medida. A los cuales se les dio cumplimiento al 

valorar los hechos alegados y la prueba documental de la demanda, lo 

que tiene apariencia de buen derecho, sin que esto pueda suponer un 

prejuzgamiento. Asimismo, estas evitan la transgresión del derecho 

amenazado ante una eventual condena, que no se puede considerar 

garantizado con un hecho incierto como la capacidad económica de la 

demandada. También, estimó que los perjuicios materiales e 

inmateriales reclamados son superiores al límite del embargo fijado, 

por lo tanto, las medidas adoptadas son las más idóneas para evitar 

poner en riesgo la materialización del fallo.  

 

Así las cosas, el juez de primer grado concedió el recurso de apelación frente 
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al auto del 10 de noviembre de 2021 [e.d 79 - Auto del 11 de enero de 2022].  

Seguidamente, la recurrente reiteró los argumentos expuestos en reposición, 

ampliándolos, al sustentar, de la siguiente manera: [e.d 80] 

 

- La inembargabilidad de los recursos como sociedad perteneciente al 

Sistema General de Seguridad Social en Salud, teniendo como sustento 

normativo el articulo 48 de la Constitución Política de Colombia y los 

pronunciamientos de la Contraloría General de la República y la 

Procuraduría General de la Nación concernientes al embargo de 

cuentas bancarias que contengan recursos de dicho sistema. El decreto 

de tales medidas no solo genera un perjuicio a la demandada, sino 

también a la prestación de un servicio público esencial. Situación que 

ya fue advertida por las entidades bancarias en respuesta a la práctica 

de las medidas. 

 

- En el mismo sentido, se refirió a las excepciones para decretar medidas 

previas sobre este tipo de recursos, las cuales son desarrolladas 

jurisprudencialmente e interrumpen el principio de inembargabilidad. 

Sobre estas indicó que no se configuraba alguna de ellas y tampoco fue 

objeto de mención por el juez de primera instancia. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. La tutela jurisdiccional efectiva y las medidas cautelares  

 

El artículo 2 del C.G.P describe la tutela jurisdiccional efectiva como un 

derecho por el cual toda persona o grupo de personas puede acceder a los 

órganos jurisdiccionales para lograr el ejercicio y defensa de sus derechos e 

intereses, con sujeción al debido proceso. El referido derecho comprende no 

solo el acceso a la jurisdicción, sino también el respeto por un proceso debido 

y la efectividad y eficacia de las decisiones jurisdiccionales.  
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A efectos de lograr la efectividad, para que las providencias judiciales no se 

queden en “letra muerta” o en el conocido “papel mojado”, tanto los 

procesos de ejecución como los declarativos, han sido intervenidos por el 

legislador posibilitando que el demandante busque la protección de sus 

derechos a través de las medidas cautelares, claro está sin impedir la posición 

que a las mismas haga la parte demandada o resistente. No podría concebirse 

el acceso a la administración de justicia sin existir la posibilidad de exigir el 

cumplimiento de lo resuelto aun ante la negativa del obligado.  

 

Según el Consejo de Estado,  

 

“Este plurimencionado derecho está compuesto de tres elementos esenciales; el 
primero de ellos referente al acceso a la administración de justicia, lo que se traduce 
en el acceso a la jurisdicción competente para proponer un conflicto; el segundo, 
integrado por el derecho a obtener una resolución de fondo de la litits para que se 
haga un estudio profundo de las pretensiones, el cual se verá reflejado en la obtención 
de una sentencia motivada, razonable, congruente y fundada en derecho; y por 
último, pero no de menor importancia, el derecho a la ejecución 
de la sentencia que se profiera, pues exige que el fallo proferido 
se cumpla y el actor sea reparado en su derecho y compensado, 
si hubiere lugar a ello, por el daño sufrido, de lo contrario sería 
convertir las decisiones judiciales y el reconocimiento de 
derechos que ellas comportan, en simples declaraciones de 
buenas intenciones. Esta necesidad de cumplimiento del fallo 
judicial, hace que necesariamente el derecho subjetivo a obtener 
su ejecución haga parte del derecho fundamental proclamado” 
(Sentencia Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Consejero Ponente Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, 28 de mayo 
de 2012, Rdo. 08001233100020110117402 Acción de tutela - 
Impugnación) (Negrilla por fuera del texto) 

 

Ahora bien, las medidas cautelares son instrumentos que buscan asegurar o 

garantizar provisionalmente y preventivamente la eficacia de los derechos 

controvertidos al interior del proceso, protegiendo la materialización de la 

decisión ante una posible afectación negativa del derecho reconocido. Lo 

anterior, sin perjuicio de evaluar la incidencia que tiene el carácter preventivo 

y restrictivo de tales medidas sobre los derechos de la persona que conforma 

el opuesto litigioso. 
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Una de esas medidas cautelares es la inscripción de la demanda (arts. 590, 591 

y 592 del C.G.P), consistente en el registro que se hace de la existencia de un 

proceso por parte de una autoridad y a través de unos documentos en los que 

se permite dar publicidad de las posibles implicaciones que se pueden derivar 

del litigio ante terceros. La inscripción tiene como características principales: 

1. Sólo procede sobre bienes sujetos a registro. 2. No pone los bienes fuera 

del comercio. 3. Genera publicidad y oponibilidad. 4. Puede coexistir con 

otras medidas cautelares. 4. Se necesita prestar caución para decretarla. 5. 

Puede decretarse desde la admisión de la demanda.  

 

Otra medida cautelar a tener en cuenta es la de embargo, regulada en el 

artículo 593 del estatuto procesal, la cual tiene como objetivo el separar a un 

bien del comercio, garantizando con esto el cumplimiento de una obligación 

del cual su titular se reputa deudor, de modo que limita el derecho de dominio 

en cuanto a la libre disposición del bien. 

 

De esta manera, las medidas cautelares referidas tienen diferencias claras. Se 

destaca que la inscripción de la demanda no deja al bien por fuera del 

comercio, ni restringe la disposición del mismo, como bien si lo hace la 

medida de embargo. 

 

La medida cautelar, en principio, tiene el carácter general de ser rogada. Sin 

embargo, el artículo 590 del estatuto procesal también establece la posibilidad 

de modificar, sustituir o hacer cesar la medida cautelar; ya sea por iniciativa 

de parte o de oficio. Para su decreto debe tenerse en cuenta su razonabilidad. 

es decir, una medida que cumple con los fines propios del instrumento y las 

necesidades específicas del caso en concreto, como: proteger el derecho 

objeto de litigio, asegurar la efectividad de la decisión, prevenir daños, impedir 

la infracción del derecho, evitar las consecuencias derivadas de la infracción 

del derecho y hacer cesar los daños causados.  

 

Para que pueda ordenarse una medida cautelar, continuando con la 
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identificación de sus rasgos, el juez debe apreciar la legitimación o interés para 

actuar de las partes, así como la amenaza de vulneración del derecho o la 

afectación al mismo, sin que esto pueda constituir una decisión definitiva 

frente a la pretensión incoada. En el mismo sentido a los requisitos anteriores, 

resulta indispensable constatar la apariencia de buen derecho, su necesidad y 

proporcionalidad. Para su decreto y práctica, por supuesto, habrá que prestar 

la respectiva caución. 

  

2. Las medidas cautelares de embargo sobre cuentas bancarias del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) 

 

De conformidad con el artículo 2488 del Código Civil toda obligación 

personal da al acreedor el derecho de perseguir su ejecución sobre todos los 

bienes raíces o muebles del deudor, sean presentes o futuros. No obstante, 

en virtud de lo indicado en el artículo 63 de la Constitución Política, el 

ordenamiento contiene algunas excepciones a la prenda general de garantía 

de los acreedores, las cuales pueden ser de raigambre constitucional o legal. 

Así, por ejemplo, el numeral primero del artículo 594 del Código General del 

Proceso establece:  

 

“Artículo 594. Además de los bienes inembargables señalados en la 
Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar: 1. Los 
bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 
general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas 
del sistema de participación, regalías y recursos de la 
seguridad social”. (Subrayado fuera de texto) 

 

Como se advierte, esta norma desarrolla el principio de inembargabilidad de 

los recursos públicos, concretamente los destinados a la salud, el cual es 

previsto en otras disposiciones normativas como el Decreto 111 de 1996 y la 

Ley 715 de 2001. La importancia del aludido mandato de optimización ha 

sido determinada por la Corte Constitucional al indicar que el mismo 

encuentra “sustento en la adecuada provisión, administración y manejo de los fondos 
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necesarios para la protección de los derechos fundamentales y en general para el cumplimiento 

de los fines del Estado”1.  

 

Empero, esa corporación ha reconocido que el principio de inembargabilidad 

debe conciliarse con los demás valores, principios y derechos reconocidos en 

la Constitución Política, y por tanto, no es de carácter de absoluto. Así, por 

ejemplo, al referirse sobre el principio de inembargabilidad de los recursos de 

la salud y a la destinación específica de los mismos, la Corte Constitucional 

indicó en sentencia C-313 de 2014 que:  

 

“(…) la prescripción que blinda frente al embargo a los recursos de la salud, 

no tiene reparos, pues, entiende la Corte que ella se aviene con el destino social 

de dichos caudales y contribuye a realizar las metas de protección del derecho 

fundamental. Con todo, encuentra la Corporación que la regla que estipula la 

inembargabilidad, eventualmente puede chocar con otros mandatos, por ello, 

tienen lugar las excepciones al momento de definirse en concreto la procedencia 

o improcedencia de la medida cautelar (…)”. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Tribunal Constitucional ha establecido un 

régimen de excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos de 

la salud, es decir, ha determinado en qué circunstancias estos recursos pueden 

ser objeto de medidas cautelares.  

 

Algunas de esas excepciones se encuentran previstas en las siguientes 

providencias judiciales:  

 

i) Sentencia C-566 de 2003 en donde se establece que los recursos 

del SGP con destinación específica pueden ser embargados para 

garantizar las obligaciones derivadas de fallos judiciales y títulos 

legales, únicamente, cuando aquéllos tienen como fuente alguna de 

las actividades a las cuales estaban destinados dichos recursos 

 
1 Cfr. Corte Constitucional, sentencia C-1154 de 2008.  
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(educación, salud, agua potable y saneamiento básico) 2.Lo anterior 

implica que para que esos recursos puedan ser objeto de medida 

cautelar, esas acreencias deben estar relacionadas con la prestación 

de alguno de esos servicios.  

 

Ahora bien, en esta sentencia el Tribunal Constitucional precisó 

que los recursos cautelados serán los correspondientes a la 

respectiva participación sin que puedan verse comprometidos los 

recursos de las demás participaciones, y, además, que la viabilidad 

de cautelar esos rubros se genera cuando no son suficientes los 

recursos del presupuesto destinado al pago de sentencias o 

conciliaciones, si se trata de esta clase de títulos.  

 

ii) Sentencia C-1154 de 2008 en donde la Corte Constitucional 

establece que sobre los recursos del SGP con destinación 

específica, lo cuales por regla general son inembargables, pueden 

imponerse medidas cautelares para asegurar el pago de las 

obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia, siempre y 

cuando los rubros correspondientes a los ingresos corrientes de 

libre destinación de la respectiva entidad territorial no sean 

suficientes. 

 

Sobre el particular también cabe destacar la sentencia C-313 de 2014 mediante 

la cual la Corte Constitucional efectuó el control previo de constitucionalidad 

del proyecto de Ley Estatutaria en Salud. En esta providencia se insiste en 

que el principio de inembargabilidad de los recursos públicos que financian 

la salud no es de carácter absoluto y que, en palabras de la Corte, “eventualmente 

puede chocar con otros mandatos, por ello, tienen lugar las excepciones al momento de 

definirse en concreto la procedencia o improcedencia de la medida cautelar”3. 

 
2 Este criterio fue inicialmente aplicado por la Corte Constitucional en sentencia C-793 de 
2002 sobre los recursos de SGP destinados a la educación, sin embargo, en la sentencia C-
566 de 2003 lo extendió a los demás sectores.   
3 Cfr. Corte Constitucional, sentencia C-313 de 2014. 
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De acuerdo con lo anterior, se concluye que los recursos públicos destinados 

a financiar la salud no pueden ser, en principio, objeto de medidas cautelares. 

Sin embargo, atendiendo a la línea jurisprudencial antes referida, el juez de la 

causa debe estudiar cada caso en particular, para determinar la 

inembargabilidad de estos rubros y la configuración de alguno de los 

supuestos de hecho que habilitan, de manera excepcional, su retención. 

 

Caso concreto 

 

1. Sobre las medidas cautelares de embargo en bienes inmuebles  

 

La sociedad apelante indicó que no es procedente el embargo sobre los 

inmuebles identificados con las matrículas No. 50N20267991, 50N20418517 

y 50N20418116, los cuales son de su propiedad. Empero, cabe resaltar que la 

medida cautelar adoptada fue la de inscripción de la demanda y no la de 

embargo, con la clara diferenciación esbozada con anterioridad en el apartado 

de fundamentos jurídicos.  

 

Asimismo, es preciso decir que la medida solicitada para que recayese sobre 

los bienes inmuebles y la decretada por el juez de primera instancia al 

respecto, son disímiles. La solicitud fue la siguiente: 

 

“(…) de igual manera sean embargados los bienes inmuebles ubicados en la ciudad 

Bogotá en la oficina de instrumentos públicos con matrículas 50N20267991, 

50N20418517, 50N20418116 propiedad del demandado.” 

 

Y lo decretado: 

 

“Se decreta la inscripción de la de la demanda de los bienes inmuebles ubicados en 

la ciudad Bogotá en la oficina de instrumentos públicos con matrículas 

50N20267991, 50N20418517, 50N20418116 propiedad del demandado.” 



Responsabilidad civil contractual 
Rdo. 05088 31 03 001 2021 00142 01 
M.P. Martín Agudelo Ramírez  

11 
 

Revisado el expediente, se vislumbra que el juez de primera instancia no 

realizó un pronunciamiento diferenciado en el que sustentara el porqué de la 

inscripción de la demanda sobre los bienes inmuebles. Sin embargo, al 

examinar la medida cautelar objeto del recurso, la Sala ubica la solicitud de la 

sociedad demandante dentro del supuesto normativo del artículo 590 del 

C.G.P; pues se trata de un procedimiento declarativo. A su vez, se advierte la 

inviabilidad de adoptar las medidas cautelares contenidas en el literal “a” del 

mismo artículo, ya que la medida en cuestión no se vincula con la discusión 

de un derecho real principal de manera directa o indirecta, ni con un litigio 

sobre el derecho de propiedad que tiene el demandado sobre un bien. Así 

pues, el caso específico se logra encuadrar, más bien, en el supuesto del literal 

“b”, norma que dispone la cautela de inscripción de la demanda sobre bienes 

sometidos a registro de propiedad de la demandada como lo son los 

inmuebles identificados con las matrículas No. 50N20267991, 50N20418517 

y 50N20418116; y con las cuales se persiguen los perjuicios alegados 

provenientes de una responsabilidad contractual.  

 

Para la Sala, el a quo hizo uso de su criterio y prudencia apartándose de la 

solicitud de embargo sobre bienes inmuebles, decidiendo acoger la 

inscripción de la demanda ante la razonabilidad de ésta y la necesidad de 

proteger el derecho en litigio; de tal forma que el Tribunal coincide con la 

medida decretada por el juez de primer grado.  

 

En consecuencia, el Tribunal encuentra razonable y ajustada a derecho la 

medida cautelar de inscripción de la demanda sobre los inmuebles 

identificados con las matrículas No. 50N20267991, 50N20418517 y 

50N20418116, de propiedad de la pasiva, adoptada en auto del 10 de 

noviembre de 2021 bajo la discrecionalidad del juez de primera instancia; por 

lo que confirmará el proveído recurrido en este punto. 

 

2. Las medidas cautelares de embargo sobre cuentas bancarias de la 

demandada 
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En cuanto a las medidas cautelares de embargo decretadas sobre las cuentas 

bancarias de la sociedad Nueva EPS S.A, el a quo en su adopción advirtió que 

la medida cautelar no procedía sobre los dineros destinados a la nómina de 

empleados o trabajadores de la demandada, ni a recursos que fueran parte de 

la seguridad social. Asimismo, dispuso que la cautela debía practicarse con 

observancia a lo consagrado en el numeral tercero del artículo 594 del C.G.P, 

el cual desarrolla el aspecto de inembargabilidad.  

 

Este Despacho encuentra que la referida decisión no transgrede el orden 

constitucional, ni legal. Esto en tanto que, aun cuando la jurisprudencia 

constitucional ha establecido un régimen de excepciones al principio de 

inembargabilidad de los recursos de la salud y ha reconocido que éstas pueden 

ser aplicadas en el marco del artículo 594 del C.G.P4, la regla general es la 

inembargabilidad de los recursos de la salud y no las circunstancias que 

exceptúan este principio, como lo sugiere la posición del apelante. En ese 

orden de ideas, la advertencia realizada por el a quo respecto a la 

inembargabilidad de los recursos de la salud se adecúa a lo preceptuado en el 

artículo 594 del C.G.P y las demás normas jurídicas que consagran el aludido 

principio.  

 

Lo anterior no significa que el juzgador de primer grado no debe verificar si 

en este caso se configura o no algunas de las circunstancias que exceptúan el 

principio de inembargabilidad, pues como se manifestó, de encontrar 

configurada alguna de ellas deberá aplicarla la excepción. No obstante, se 

considera que el decreto de la cautela no es el momento procesal para realizar 

el referido análisis5. Lo anterior en la medida que la inembargabilidad radica 

en la naturaleza de los recursos y su finalidad, y por tanto para realizar el 

 
4 Cfr. Corte Constitucional, sentencia C-543 de 2013.  
5 Ese criterio, es decir, el referente al momento procesal para realizar el estudio de las 
excepciones del principio de inembargabilidad ha sido reconocido por la Corte Suprema 
de Justicia en las sentencias STC 7397 de 2018 y STC 4868 de 2020. 
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referido estudio el a quo debe tener certeza de la naturaleza de los bienes cuyo 

embargo decreta, certeza que no posee al momento de decreto de las cautelas 

sino con posterioridad ella, una vez obtenga respuesta de las entidades a las 

cuales se les ha de comunicar las órdenes de embargo. 

 

Frente al asunto particular, resulta pertinente señalar que para que el juez de 

primer grado realice el aludido estudio se requiere que las entidades a las 

cuales se les ha de comunicar las órdenes de embargo no solo informen al 

juzgador la naturaleza de inembargable de los recursos consignados en las 

cuentas de la pasiva, sino que además expliquen cuál es el origen de éstos y 

su destinación. A su vez, es necesario que la autoridad administrativa 

encargada de velar por la correcta destinación de los dineros de la salud -

ADRES- certifique la inembargabilidad de esos rubros.  

 

No obstante lo anterior, la Sala encuentra que es necesario que a futuro, en 

la actuación procesal que se surta, el juez de primera instancia tenga presente 

cuáles son los límites de estimación de la pretensión cautelar en este tipo de 

asuntos. Es así que al dar a conocer el decreto de la medida de embargo a las 

entidades bancarias, se impone, además, el requerimiento a estas a efectos 

de obtener la información específica de los recursos consignados en las 

cuentas bancarias. Se trata de establecer sobre cada una de las cuentas 

el carácter de inembargabilidad, el origen de los recursos y su 

destinación. Solo así, podrá realizarse un debido análisis de cada cuenta de 

la demandada en particular, estableciendo si hay lugar o no a acoger alguna 

de las excepciones desarrolladas jurisprudencialmente y practicar el embargo 

de este tipo de recursos.  

 

Por las anteriores consideraciones, se procederá a confirmar la providencia 

recurrida. 

 

5. Costas 
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Con base en lo dispuesto en el artículo 365.8 del CGP, no se condenará en 

costas a la parte recurrente por cuanto no se causaron.  

 

DECISIÓN  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín, Sala Primera de 

Decisión Civil, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Confirmar el auto del 10 de noviembre de 2021, proferido por 

el Juzgado Primero Civil del Circuito de Bello.  

 

SEGUNDO: Sin costas. 

 

 

En firme lo decidido, devuélvase el expediente al despacho de origen. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

Magistrado   


